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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el señor WILDER ALEXANDER CADAVID HERRERA en su calidad de accionante, contra el fallo de tutela proferido el siete (07) de septiembre de dos mil seis (2006) por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela donde aparece como accionada la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira.

2.- DEMANDA 

El actor refiere que laboró en la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira desde el ocho (08) de agosto de dos mil dos (2002) hasta el cuatro (04) de enero de 2005 cuando su cargo de Auxiliar de Enfermería fue suprimido dentro del proceso de reestructuración de la entidad. Mediante resolución del catorce (14) de enero de 2005, se ordenó el pago de de prestaciones sociales y la deuda laboral.

Agrega que su única fuente de ingresos y medios de subsistencia eran los que recibía por la relación laboral que tenía con la entidad hospitalaria, la no cancelación de las sumas adeudadas lo coloca en una situación de indefensión que deteriora las condiciones de su núcleo familiar y los arrastra a una condiciones miserables e indignas, paradójicamente por la actuación del Estado y de uno de sus agentes.

Estima que la actuación del Centro Hospitalario le afectó sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, al mínimo vital y móvil, y a la vida digna. Por ello solicita del Juez Constitucional su protección mediante la orden a la entidad accionada para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas liquide y pague la indemnización a la cual se hizo acreedor por haber laborado más de dos (2) años.

3.- RESPUESTA

El apoderado de la entidad accionada se opuso a las pretensiones del accionante, por estimar que se echaba de menos uno de los presupuestos exigidos como era el principio de inmediatez, ya que después de diecinueve (19) meses se acudió al trámite constitucional y se pregunta el porqué no se intentó la defensa de los derechos afectados tan pronto se produjo la supresión del cargo y se esperó todo ese tiempo. La respuesta que ofrece dice que no puede ser otra que el no haberle asistido interés para deprecar este tipo de amparo. Era claro que una vez se le notificó la decisión por parte de la empleadora, el demandante guardó silencio.

Defiende el proceso de reestructuración adelantado en el Hospital San Jorge, del cual dice que no fue caprichoso y por el contrario fue el resultado del cumplimiento de políticas gubernamentales que buscaban evitar el cierre del mismo. Por demás, señala que el actor no ostentaba la condición de empleado de carrera administrativa para el momento de la separación del empleo que venía desempeñando y, por tanto, su salida obedeció a la declaratoria de insubsistencia implícita que surgió de la supresión del cargo que desempeñaba.

Destaca que el actor pudo acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, trámite dentro del cual bien pudo solicitar la suspensión provisional del acto administrativo por considerarlo contrario a la Constitución o a la Ley o por causar un agravio injustificado a una persona o ser contrario al interés público o social.

Finalmente, asegura no existir perjuicio irremediable dado que el factor inminencia relacionado con que la amenaza está por suceder no se cumple por el excesivo tiempo que se esperó para incoar la acción.    
4.- FALLO 

El señor Juez de primer grado consideró que no podía entrar a analizarse el problema planteado a la luz de la acción pública de tutela, dado que el actor disponía de otra vía de defensa judicial para lograr que se le reconozca y cancele la indemnización que pretende. En ese entendido, el mecanismo constitucional no había sido creado para suplantar los distintos procesos ordinarios existentes, sino que era una acción residual a la que debía llegarse en última instancia cuando no existiera otro medio judicial que resuelva los líos jurídicos.

En el caso a estudio no se observaba un perjuicio irremediable ya que no se demostraron los requisitos que lo conforman, y segundo, porque los hechos ocurrieron a principios del año pasado. Si el perjuicio hubiera tenido la calidad de irremediable con toda seguridad que no se habría esperado más de año y medio para solicitar la protección de sus derechos.

Corolario, se abstuvo de conceder el amparo deprecado. 
5.- IMPUGNACIÓN

Al momento de notificarse de la decisión contraria a los intereses del actor, éste consignó por escrito su inconformidad con el fallo proferido, sin que hubiera manifestado las razones de su inconformidad.
6.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
El problema jurídico que aquí se presenta, entiende la Sala, está relacionado con la falta de idoneidad de la acción de tutela para proteger derechos cuando no se ha hecho uso de mecanismo de defensa alguno y se ha dejado que la presunta situación vulneradora de derechos se consolide en el tiempo, como aquí acontece.

En aras de desatar el recurso de impugnación interpuesto por el actor, debe decirse como ya se ha mencionado en bastantes oportunidades, que en lo que hace con la situación de las personas desvinculadas de la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, el Tribunal había concluido que por el hecho de haberse presentado acciones de tutela más de un año después de ocurrida la desvinculación, no era situación que per se impidiera el otorgamiento del amparo pedido, en especial por el intrincado proceso que han debido soportar quienes fueron retirados del servicio en ese centro asistencial, dado que inicialmente se acudió al mecanismo constitucional para lograr la concreción del derecho a la igualdad –pedimento principal de esta acción-, garantía que de conformidad con la jurisprudencia existente para ese entonces, era la única con vocación de prosperidad, para luego entrar a pedir la reincorporación con estribo en el cambio de los derroteros señalados por la Corte Constitucional, que permitió que quienes fueron despedidos por razón de procesos de reestructuración de la Administración Pública también pudieran optar por esa solución, siempre y cuando se tratara de personas que por gozar de especial protección constitucional y legal, no podían ser retiradas de sus empleos, en la forma en que se hizo, bajo el entendido que debían primar los derechos de los menores que dependían exclusivamente de un padre o una madre cabeza de familia.

Para llegar a esa conclusión, la Sala destacó que en la mayoría de esos eventos los actores no habían adoptado una actitud pasiva frente a las determinaciones tomadas por la entidad accionada; muy por el contrario, al perder el empleo acudieron a diversos trámites, entre ellos la acción de tutela en busca del amparo de sus derechos.

Infortunadamente para los intereses del aquí accionante, lo que permea de la actuación surtida es que ninguna actividad de parte suya se desplegó ante la potencial amenaza de sus garantías. Por ello, no es de recibo pretender a la hora de ahora, cuando ya habían transcurrido diecinueve (19) meses de producido su retiro y por consiguiente la supuesta afectación de sus derechos, que el Juez en sede de tutela proteja unos intereses que en su debida oportunidad no fueron defendidos ya fuera por intermedio de la acción de tutela o acudiendo al procedimiento ante la jurisdicción ordinaria competente. 
En esas condiciones, la decisión adoptada en la instancia en lo que hace con este aspecto, fue acertada, en la medida en que por virtud del tiempo transcurrido no es comprensible que se ataque la manifestación unilateral de la voluntad de la administración que produjo su retiro y con la cual en principio aparentemente estuvo de acuerdo el accionante, habida cuenta que no de otra manera puede interpretarse el no haberse ejercido mecanismo alguno en procura de la obtención de la orden de liquidación y pago de la indemnización que ahora se pretende. 
Esta sola vulneración del principio de inmediatez que normalmente resulta inescindible a la solicitud de amparo constitucional, en el presente evento y ante la inercia demostrada en la defensa de las supuestas garantías conculcadas, permitiría de una vez cerrar el asunto en este estado, sin lugar a mayores elucubraciones. No obstante, otro factor que contribuye a proceder en esa dirección, lo constituye el hecho de no haberse acudido a los mecanismos normales de defensa judicial en tiempo oportuno, lo cual conlleva a estimar que en efecto tal como lo manifiesta el profesional que defiende los intereses de la entidad accionada, en principio se estuvo de acuerdo con la manera en que había procedido ese centro asistencial.
Por manera que, al estar demostrado que solamente se vino a acudir al trámite constitucional más de año y medio después de producida la desvinculación del actor, no es de recibo que se aleguen unos supuestos perjuicios irremediables ocasionados por la falta de pago de una indemnización, cuando la realidad apunta a que tanto el actor como su grupo familiar pudieron desenvolverse normalmente durante ese lapso, lo que contraría la manifestación de la situación de indefensión y deterioro de las condiciones del grupo familiar del accionante a la que se hizo alusión en el momento de interponerse la tutela.

En esas condiciones, se impone la confirmación del fallo proferido. 
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia del señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, objeto de impugnación.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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